TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA N° 038
RADICACIÓN: 66001318700220200000201

ACCIONANTE: JAIRO CUCAITA TOVAR
CONFIRMA


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / PETICIÓN A LA CARDER SOBRE PERMISO / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / EXISTENCIA DE UN MEDIO ORDINARIO DE DEFENSA / DEBE DEMOSTRARSE LA EXISTENCIA DE UN PERJUICIO IRREMEDIABLE.
Para la Colegiatura, tal como lo concluyó el juez de primer nivel, la protección invocada no resulta procedente en cuanto es claro que existe la vía ordinaria para dirimir conflictos como el planteado por el accionante, y no se acreditó ni se argumentó la ocurrencia o riesgo de un perjuicio irremediable que haga viable el amparo en forma transitoria. 

Además de lo anterior, se debe acreditar que el medio judicial dispuesto por el legislador no es idóneo ni eficaz, y que es inminente la ocurrencia de un perjuicio irremediable. No obstante, ninguna circunstancia especialísima aquí se probó, toda vez que el demandante se limitó a afirmar que requiere con urgencia reiniciar labores de la lavandería y tintorería “ALQUIMATIC”, pero esa afirmación por sí sola no es suficiente para establecer la ineficacia de la jurisdicción ordinaria. Y es así porque el pronunciamiento de fondo por parte del juez de tutela en asuntos que no son de su competencia por la existencia de otro medio de defensa judicial, solo es procedente en caso de que se acredite la ocurrencia de un perjuicio irremediable.

Acerca de la procedencia de la acción de tutela la Corte Constitucional ha dejado en claro lo siguiente: 

“[…] 4.2 Partiendo del principio de subsidiariedad que caracteriza a la acción de tutela, la procedencia de esta vía judicial excepcional está supeditada al agotamiento previo de las otras vías judiciales ordinarias con que cuente el interesado, y que sólo ante la inexistencia o inoperancia de esas vías judiciales, es posible acudir a la acción constitucional para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable”. (…)
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Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintisiete (27) de febrero de dos mil veinte (2020)
Acta de Aprobación N° 177
Hora: 9:40 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el señor JAIRO CUCAITA TOVAR frente al fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela instaurada contra la Corporación Autónoma Regional de Risaralda -CARDER-. 

2.- DEMANDA 

Lo narrado en el escrito de tutela por el accionante se puede concretar así: (i) es propietario del establecimiento de comercio ALQUIMATIC localizado en el barrio Brisas del Consota, sector de Cuba, el cual está destinado a labores de lavandería y tintorería; (ii) en octubre 18 de 2018 la CARDER por intermedio de uno de sus contratistas, ordenó la suspensión de vertimientos; (iii) por medio del concepto técnico 0225 de febrero 05 de 2018 se complementó el concepto 3295 de octubre 27 de 2017, el cual señaló: “[…] con el fin de prevenir, impedir o evitar la continuación de la ocurrencia del hecho, la realización de la actividad o la existencia de la situación que atente contra el medio ambiente, surgido de la actuación presuntamente constitutiva de infracción ambiental, se imponen las siguientes obligaciones a la tintorería Alquimatic: Suspender de manera inmediata el vertimiento, generado por el establecimiento comercial”; (iv) por medio de la Resolución 1244 de julio 05 de 2018, proferida por la Subdirección de Gestión Ambiental Sectorial, la CARDER impuso como medida preventiva: “[…] amonestación por escrito y la suspensión inmediata del vertimiento generado en el establecimiento de comercio […]”, por supuestamente no cumplir con las medidas contendidas en la Resolución 631/15 del Ministerio del Medio Ambiente y de Desarrollo Sostenible; (v) el artículo 13 de la ley 1955/19, señala: “[…] Requerimiento de permiso de vertimiento. Solo requiere permiso de vertimiento la descarga de aguas residuales a las aguas superficiales, a las aguas marinas o el suelo”, por tanto, como el vertimiento de ALQUIMATIC se realiza al sistema de alcantarillado público, no se requiere permiso de vertimiento; (vi) en abril 15 de 2019 presentó solicitud de permiso de vertimientos y concesión de aguas en la CARDER, pero a la fecha no ha obtenido respuesta; y (vii) en agosto 27 de 2019 presentó descargos, en el cual anexó el permiso de vertimientos y concesión de aguas.
Pide la protección de sus derechos fundamentales al trabajo, legalidad, debido proceso y petición, y, en consecuencia, se ordene a la CARDER definir si requiere o no el permiso de vertimientos por mandato del artículo 13 de la ley 1955/19, y en caso de requerir el permiso de vertimientos se dé un trámite preferencial a su solicitud. Igualmente de no ser requerido el permiso, se autorice la construcción del sistema de tratamiento de aguas residuales.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la acción de tutela contra la CARDER, el juzgado dispuso correr traslado a la entidad, la que en tiempo oportuno se pronunció así:
La apoderado judicial de la CARDER solicita se declare que ya dio respuesta a la petición del accionante, y que no ha afectado ningún derecho fundamental. Al respecto sostuvo que emitió en agosto 13 de 2019 la Resolución No 2052 por medio de la cual envió al accionante a la dirección que fue aportada por él, y enviaron la información a los correos electrónicos autorizados por el apoderado judicial del señor JAIRO CUCAITA, pero ni el actor, ni su apoderado se han presentado a las instalaciones de la CARDER para realizar le proceso de notificación personal, razón por la cual se llevó a cabo la notificación por aviso en octubre 17 de 2019, misma que se entiende surtida en octubre 24; por tanto, en noviembre 12 el acto administrativo quedó debidamente ejecutoriado.
Además de lo anterior, se emitieron repuestas adicionales a través de los oficios 11275/2019 y 13622/2019, y dichas respuestas fueron enviadas al peticionario al correo electrónico y a la dirección que aportó. 

Frente al trámite de permisos ambientales solicitados por el señor JAIRO CUCAITA, la Corporación emitió el requerimiento de información No 121/2019, pero a la fecha el quejoso no ha dado respuesta, lo cual generó un desistimiento tácito de la petición, sin embargo, se encuentra en proceso de ser declarado así. 
La entidad ha actuado de conformidad con las competencias dadas por la ley y  ha garantizado el debido proceso en las actuaciones administrativas adelantadas, adicionalmente no hay vulneración del derecho de petición. 

3.2.- Vencido el plazo constitucional, el a quo mediante sentencia de enero 21 de 2020 negó la tutela de los derechos fundamentales al debido proceso y trabajo que fueron reclamados por el señor JAIRO CUCAITA TOVAR, por considerar que el actor cuenta con otro medio de defensa judicial al cual puede acudir para controvertir la Resolución No 1244/18 -proceso que incluso no ha culminado-. No se evidencia tampoco la existencia de un perjuicio irremediable, y no probó al menos sumariamente la afectación actual del derecho al debido proceso. Por último, negó por carencia actual de objeto la tutela del derecho fundamental de petición, en relación con la solicitud presentada en abril 15 de 2019, como quiera que la entidad dio respuesta a la misma.
4.- IMPUGNACIÓN

El accionante fue notificado de la providencia adoptada, y en un escrito que presentó en el Juzgado manifestó que la impugnaban, sin que hubiera efectuado argumentación alguna.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), según las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 1069/15  y 1983 de 2017.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde a la Colegiatura evaluar el grado de acierto o desacierto que contiene la providencia dictada por el juez de primera instancia, y de acuerdo con la impugnación presentada establecer si en realidad fue errada la decisión del a quo en cuanto declaró improcedente la acción de tutela presentada por el señor JAIRO CUCAITA TOVAR. 

5.2.- Solución a la controversia

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. Es por ello que se erige en el instrumento válido con el que cuentan los ciudadanos para acudir ante cualquier juez de la República en procura de hacer respetar los derechos fundamentales al resultar afectados o vulnerados, siempre y cuando no haya otro medio de defensa judicial al que se pueda recurrir o de existir éste, se busque evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual la tutela procederá de manera transitoria.

No obstante la falta de argumentación del accionante, en aplicación del principio de informalidad que rige la acción de tutela y con fundamento en las normas señaladas por la Corte Constitucional, lo único que debe verificarse es si la impugnación fue presentada en el término correspondiente -lo que en efecto acá sucedió-; y, de ser así, deberá dársele el trámite que corresponde
.

Para la Colegiatura, tal como lo concluyó el juez de primer nivel, la protección invocada no resulta procedente en cuanto es claro que existe la vía ordinaria para dirimir conflictos como el planteado por el accionante, y no se acreditó ni se argumentó la ocurrencia o riesgo de un perjuicio irremediable que haga viable el amparo en forma transitoria. 
Además de lo anterior, se debe acreditar que el medio judicial dispuesto por el legislador no es idóneo ni eficaz, y que es inminente la ocurrencia de un perjuicio irremediable. No obstante, ninguna circunstancia especialísima aquí se probó, toda vez que el demandante se limitó a afirmar que requiere con urgencia reiniciar labores de la lavandería y tintorería “ALQUIMATIC”, pero esa afirmación por sí sola no es suficiente para establecer la ineficacia de la jurisdicción ordinaria. Y es así porque el pronunciamiento de fondo por parte del juez de tutela en asuntos que no son de su competencia por la existencia de otro medio de defensa judicial, solo es procedente en caso de que se acredite la ocurrencia de un perjuicio irremediable.
Acerca de la procedencia de la acción de tutela la Corte Constitucional ha dejado en claro lo siguiente: 
“[…] 4.2 Partiendo del principio de subsidiariedad que caracteriza a la acción de tutela, la procedencia de esta vía judicial excepcional está supeditada al agotamiento previo de las otras vías judiciales ordinarias con que cuente el interesado, y que sólo ante la inexistencia o inoperancia de esas vías judiciales, es posible acudir a la acción constitucional para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable.
 
“El sentido de la norma es el de subrayar el carácter supletorio del mecanismo, es decir, que la acción de tutela como mecanismo de protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales debe ser entendida como un instrumento integrado al ordenamiento jurídico, de manera que su efectiva aplicación sólo tiene lugar cuando dentro de los diversos medios que aquél ofrece para la realización de los derechos, no exista alguno que resulte idóneo para proteger instantánea y objetivamente el que aparece vulnerado o es objeto de amenaza por virtud de una conducta positiva o negativa de una autoridad pública o de particulares en los casos señalados por la ley, a través de una valoración que siempre se hace en concreto, tomando en consideración las circunstancias del caso y la situación de la persona, eventualmente afectada con la acción u omisión. No puede existir concurrencia de medios judiciales, pues siempre prevalece la acción ordinaria; de ahí que se afirme que la tutela no es un medio adicional o complementario, pues su carácter y esencia es ser único medio de protección que, al afectado en sus derechos fundamentales, brinda el ordenamiento jurídico”.[...]”
 (negrillas fuera de texto).

En esos términos, es inaceptable que se considere ineficaz la jurisdicción Contenciosa Administrativa, toda vez que es precisamente ese medio judicial el que cuenta con los términos legales para dirimir el conflicto propuesto. Y sin duda alguna, no le corresponde al juez de tutela determinar si se ajusta o no a derecho la actuación que adelantó la CARDER.
Así las cosas, concurrir ante un juez constitucional dentro de un procedimiento perentorio, residual y subsidiario para que se dé solución a un conflicto que requiere ser debatido ante la justicia ordinaria, da lugar a asegurar que con la tutela lo que se busca es dejar de lado los medios judiciales ordinarios que deben prevalecer. 

Por último, fue acertada la decisión del funcionario de primer nivel de declarar la carencia actual de objeto por hecho superado en cuanto a la petición que elevó el actor en abril 15 de 2019, toda vez que la entidad accionada logró demostrar que dio respuesta a dicha solicitud, y que la misma fue notificada por los medios dispuestos para ello
.
En conclusión, como la providencia adoptada por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) es la correcta, se le impartirá confirmación.

6.- DECISIÓN 


En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento. 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,

ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
� Corte Constitucional, Auto 114 de 2008.


� Sentencia T-629/08


� Ver folios 35, 36, 37, 38, 39 y 40
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